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MÍNIMO VITAL, DIGNIDAD HUMANADA Y DERECHO DE PETICIÓN /REQUISITOS GENERALES DE PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA/ ACCIONANTE PERSONA DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL/CONFIRMA Y MODIFICA ORDINAL SEGUNDO
En este caso, se tiene que las contestaciones aportadas al plenario, idéntica la del 22 de abril del 2018 (f. 14, c. 1) a la del 06 de junio del mismo año (f. 44, c. 1), en principio se ciñen a los parámetros jurisprudenciales, en tanto se le informa el procedimiento que ha de seguirse para la eventual dispensación del auxilio y el término en el cual se ofrecerá una respuesta definitiva; sin embargo, para la Sala, el plazo de 60 días, incorporado en las respuestas no resulta razonable ni oportuno, en consideración a que la accionante es víctima de desplazamiento forzado y se encuentra en estado de invalidez, en otras palabras,  se reporta como un sujeto de especial protección constitucional y por doble partida, aunado a que denuncia enrevesadas situaciones económicas que ponen en riesgo sus derechos fundamentales, con lo que queda al descubierto la desproporcionada carga que implica, para la víctima, esperar 60 días por una resolución definitiva.   

(…)

Por todo lo dicho, se confirmará la sentencia de primera instancia, que acertadamente protegió el derecho fundamental de petición de la señora Marín Velásquez, pero se modificará para impartir la orden de manera uniforme con las decisiones que en idénticos eventos ha proferido la Corte Constitucional
, respetando en todo caso, el término de 10 días concedido a la UARIV, para emitir un pronunciamiento, pues inconveniente resultaría para la accionante cualquier incremento que en tal sentido se haga. 

También se modificará la sentencia, en tanto la orden debió dirigirse contra a la Directora de Gestión Social y Humanitaria, Beatriz Carmenza Ochoa Osorio, o quien hagas sus veces, funcionaria involucrada en las respuestas brindadas a la actora, lo que ciertamente es coherente con sus funciones consagradas en el artículo 18 del decreto 4802 del 2011 y en suma fue informado por la demandada. 
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte demandada contra la sentencia del 15 de junio último, proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Consuelo Marín Velásquez inició contra la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

  


ANTECEDENTES
  



En su propio nombre, Consuelo Marín Velásquez, acudió a este especial mecanismo, en procura del amparo  de los derechos al mínimo vital y a la dignidad humana  que estima conculcados por la UARIV.
 



Narró que tuvo que salir de Cúcuta-Santander, en el año 2016, víctima de desplazamiento forzado; padece falla renal crónica, debe someterse a hemodiálisis día de por medio y fue calificada con una pérdida de capacidad laboral del 78,2%.





En el año 2017 le entregaron dos ayudas humanitarias, sin embargo, hoy en día su situación económica es crítica, ya que carece de subsidio de vivienda y se halla en incapacidad para trabajar; por esto, en abril del año en curso presentó un derecho de petición ante la accionada, solicitando priorizar la ayuda humanitaria, ante lo cual le informaron que la llamarían; así ocurrió y en la conversación telefónica le formularon diversas preguntas, las contestó y desde entonces nada nuevo se le ha comunicado. 




Solicitó, en consecuencia, el amparo de los derechos elevados y que se ordenara a la UARIV entregar inmediatamente la ayuda humanitaria de emergencia a la que tiene derecho. 

 



Con la demanda, entre otros documentos, aportó copia de la respuesta que se le brindó, de la petición que elevó y del dictamen de pérdida de capacidad laboral.
  



El Juzgado de primer grado admitió la acción y corrió traslado a las Direcciones General, Técnica de Gestión Social y Humanitaria y de Gestión de la Información, todas de la UARIV, que guardaron silencio. 

  



Sobrevino la sentencia que dispuso conceder el amparo frente al derecho fundamental de petición y como consecuencia de ello, le ordenó a la Directora Nacional de la UARIV, que procediera en el término de 10 días a “informar en qué estado se encuentran las diligencias de caracterización del grupo familiar”.




Para así decidir, trajo a colación algunos apartes jurisprudenciales sobre los requisitos que debe contener la contestación de un derecho de petición elevado ante la UARIV, por una persona que se reporta en situación de desplazamiento, de los cuales, a su juicio, carecía la respuesta ofrecida adosada al plenario. 

  



Impugnó la demandada por conducto de la Directora encargada de Gestión Social y Humanitaria; informó sobre el estado de “incluida” de la accionante en el RUV por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, indicó que el 6 de junio del año que avanza ofreció a la peticionaria la respuesta solicitada, la que fue debidamente notificada, en ello fundó su argumentación en torno al hecho superado y su solicitud de revocar el fallo.    

CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En uso de tal prerrogativa Consuelo Marín Velásquez, en su propio nombre, acudió a este especial mecanismo en procura de hacer valer los derechos fundamentales arriba señalados, bajo la premisa de que la entidad encartada omite adelantar las gestiones tendientes a dispensarle la ayuda humanitaria que depreca.
Los requisitos generales de procedibilidad de la acción se cumplen, en cuanto hay inmediatez, como quiera que la petición se elevó desde el mes de abril del presente año; la demandante es un sujeto de especial protección constitucional en razón a su estado de invalidez (f. 12, c. 1) y a su condición de desplazada (f. 41v, c.1), lo que indica que esta acción se erige en medio idóneo para la reclamación de sus derechos, no obstante que, en principio, pudiera acudir a la justicia contencioso administrativa. 




El Juzgado, se dijo, concedió el amparo solicitado en cuanto al derecho de petición y le ordenó a la entidad accionada informar el estado en que se encuentran las diligencias de caracterización del grupo familiar de la accionante.

Pues bien, sea lo primero denotar el acierto del fallo de primera instancia en el que, pese a que se invocó la protección del derecho fundamental al mínimo vital y se solicitó expresamente el pago de un auxilio económico, atinadamente se concedió el amparo en relación con el derecho fundamental de petición, decisión que en últimas, sigue los lineamientos de reciente jurisprudencia
 que traza el rumbo de las decisiones jurisdiccionales ante este tipo de eventos, al señalar: 
En efecto, este Tribunal sostuvo que los jueces de tutela no están investidos de la facultad de ordenar que se realice el pago de la ayuda humanitaria de manera discrecional, automática y generalizada, ante cada solicitud y/o petición de las personas desplazadas que no es resuelta oportuna ni adecuadamente por parte de las autoridades. Por el contrario, con la finalidad de que el recurso de amparo no afecte el derecho a la igualdad, ni se instaure como un trámite preferente y paralelo que termine reemplazando los procedimientos administrativos ordinarios, en la jurisprudencia se estableció que los jueces de tutela deben: (i) respetar el orden de los turnos previamente establecidos por la autoridad competente, de tal manera que la vulneración del derecho de petición no es, prima facie, una razón suficiente para entregar los recursos de la ayuda humanitaria de manera directa y prioritaria; (ii) abstenerse –en ese sentido- de emplear la acción de tutela como mecanismo para alterar dicho sistema de turnos; (iii) exceptuar el acatamiento del orden preestablecido o dar una prelación dentro del mismo, cuando se presenten situaciones excepcionales de urgencia manifiesta o extrema que justifiquen dar un trato privilegiado a determinas personas desplazadas, incluso a pesar de que sólo se haya invocado la vulneración del derecho de petición; y, finalmente, (iv) exigir a las autoridades, en cualquier caso, el deber de responder las peticiones y demás solicitudes, informando a la población desplazada sobre un término cierto y oportuno en el cual recibirá la ayuda humanitaria.
(…)
Como resultado de lo anterior, cuando el juez de tutela tiene conocimiento de casos en los cuales las autoridades vulneran el derecho de petición de las personas desplazadas, cuando éstas solicitan, por ejemplo, la entrega de la ayuda humanitaria o información al respecto, en estas situaciones no es acertado que se ordene, prima facie, la entrega directa de la ayuda respectiva. Por el contrario, la Corte sostuvo que, en principio, los jueces deben proteger únicamente el derecho de petición, y ordenar a las autoridades que den una respuesta de fondo, precisa y oportuna al solicitante.
Aclarado lo anterior, y perfilada la coyuntura, es menester, entonces, verificar si las contestaciones ofrecidas a la accionante, se dispensaron conforme los parámetros establecidos en la jurisprudencia patria, que sobre ellos ha dicho
:
1. Por lo anterior, ha considerado la Corte que las solicitudes realizadas por personas víctimas de desplazamiento forzado relacionadas con su situación gozan de protección especial, la cual es particularmente exigible de las instituciones encargadas de la superación del estado de cosas inconstitucional en materia de desplazamiento forzado
. Se trata entonces de una protección reforzada del derecho fundamental previsto en el artículo 23 de la Constitución tratándose de víctimas de desplazamiento forzado. Al ejercer su función de revisión de acciones de tutela (artículo 241 numeral 9 de la Constitución), la Corte Constitucional ha establecido distintas sub-reglas que se desprenden de la protección reforzada del derecho de petición, entre las cuales se encuentran las siguientes:

(i) Contestar una solicitud de entrega de ayuda humanitaria con la simple indicación del trámite interno que debe adelantarse para conseguirla, no puede entenderse como una respuesta válida, que satisfaga el derecho fundamental de petición. Una contestación en esos términos constituye una violación del derecho a formular peticiones
.

(ii) Frente a solicitudes de entrega de ayuda humanitaria, las autoridades deben responder indicando una fecha cierta en el que ésta será entregada en caso de que tengan derecho a ella. En todo caso, dicha fecha debe ser razonable y oportuna
.

(iii) Las autoridades no pueden someter a la población desplazada a un “peregrinaje institucional” para acceder a sus derechos, por lo cual es necesario que reciban de ellas una atención definitiva y directa frente a su apremiante situación. Por lo tanto, es necesario evitar por parte de las autoridades respuestas evasivas o simplemente formales
.

(iv) Para que las autoridades cumplan con su obligación de garantizar este derecho, es de “vital importancia” el adecuado manejo, registro y control de la información, con el fin de que las autoridades competentes tengan “pleno conocimiento de las solicitudes recibidas, su estado, trámite y respuesta, así como de su comunicación efectiva al desplazado”. 

2. Adicionalmente, en el Auto 099 de 2016 la Corte identificó distintos escenarios en los que se pone en riesgo o se vulnera el derecho al mínimo vital en relación con solicitudes de reconocimiento y entrega efectiva. Se trata de los siguientes:

(i) Cuando la entidad competente no reconoce, debiendo hacerlo, la ayuda humanitaria o la prórroga a la población desplazada que cumple con los requisitos para acceder a ella. Esta situación se presenta cuando, entre otras, las autoridades toman en cuenta requisitos, formalidad y apreciaciones que no corresponden con la situación en la que se encuentran quienes reclaman ayuda humanitaria, o cuando esas autoridades aducen formalidades o requisitos que no se encuentran en el ordenamiento jurídico.

(ii) Cuando en respuesta a la solicitud formulada se reconoce la ayuda humanitaria de emergencia, pero no se hace su entrega efectiva sin justificación válida. La falta de entrega injustificada puede darse, por ejemplo, por la ausencia de notificación al interesado, la renuencia a desembolsar la ayuda humanitaria (aduciendo, por ejemplo, ausencia de recursos económicos) o la simple omisión de la entrega de la ayuda humanitaria.

(iii) Cuando la entrega de la ayuda humanitaria se realiza, pero no de forma oportuna e integral, lo cual le impide cumplir su finalidad: socorrer, asistir, proteger y atender las necesidades más urgentes de quienes la solicitan.
En este caso, se tiene que las contestaciones aportadas al plenario, idéntica la del 22 de abril del 2018 (f. 14, c. 1) a la del 06 de junio del mismo año (f. 44, c. 1), en principio se ciñen a los parámetros jurisprudenciales, en tanto se le informa el procedimiento que ha de seguirse para la eventual dispensación del auxilio y el término en el cual se ofrecerá una respuesta definitiva; sin embargo, para la Sala, el plazo de 60 días, incorporado en las respuestas no resulta razonable ni oportuno, en consideración a que la accionante es víctima de desplazamiento forzado y se encuentra en estado de invalidez, en otras palabras,  se reporta como un sujeto de especial protección constitucional y por doble partida, aunado a que denuncia enrevesadas situaciones económicas que ponen en riesgo sus derechos fundamentales, con lo que queda al descubierto la desproporcionada carga que implica, para la víctima, esperar 60 días por una resolución definitiva.   




Por ello, echando mano de la jurisprudencia transcrita y de las facultades discrecionales conferidas al juez en sede constitucional, se hace necesario instar a la entidad accionada para que resuelva de manera perentoria la solicitud elevada y emita el correspondiente acto administrativo, ocurrido lo cual se superará el estado de incertidumbre de la actora y podrá ella entonces, tomar las decisiones que estime pertinentes.
Por todo lo dicho, se confirmará la sentencia de primera instancia, que acertadamente protegió el derecho fundamental de petición de la señora Marín Velásquez, pero se modificará para impartir la orden de manera uniforme con las decisiones que en idénticos eventos ha proferido la Corte Constitucional
, respetando en todo caso, el término de 10 días concedido a la UARIV, para emitir un pronunciamiento, pues inconveniente resultaría para la accionante cualquier incremento que en tal sentido se haga. 
También se modificará la sentencia, en tanto la orden debió dirigirse contra a la Directora de Gestión Social y Humanitaria, Beatriz Carmenza Ochoa Osorio, o quien hagas sus veces, funcionaria involucrada en las respuestas brindadas a la actora, lo que ciertamente es coherente con sus funciones consagradas en el artículo 18 del decreto 4802 del 2011 y en suma fue informado por la demandada. 
En consecuencia, se desvinculará a las demás dependencias citadas al trámite por no hallar de su parte trasgresión alguna a los derechos fundamentales invocados. 

DECISIÓN

 



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 15 de junio de 2017, en esta acción de tutela que Consuelo Marín Velásquez, inició contra la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, con las siguientes modificaciones:




El ordinal segundo quedará así:





Se ORDENA a la directora de Gestión Social y Humanitaria, Beatriz Carmenza Ochoa Osorio, o quien haga sus veces, que proceda dentro de los 10 días siguientes a la notificación de este proveído a adelantar las gestiones necesarias que culminen con la expedición de acto administrativo, que debe contener las orientaciones aquí trazadas, en el que se decida de fondo sobre la solicitud de pago de atención humanitaria por desplazamiento forzado, elevado por la accionante.
El ordinal tercero quedará así:

Se desvincula de las presentes diligencias a la Directora Nacional y a la Directora de Gestión de la Información de la UARIV. 
Se confirma en lo demás. 




Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992. 

  



Oportunamente, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

 



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                 
   DUBERNEY GRISALES HERRERA






� Corte Constitucional; artículo sexto, parte resolutiva Auto 206 de 2017. 


� Corte Constitucional. Auto 206 del 2017.


� Sentencia T-377/17


� Corte Constitucional, sentencia T-839/06. 


� Corte Constitucional, sentencia T-630/09.


� Corte Constitucional, sentencia T-496/07.


� Corte Constitucional, sentencia T-745/06.
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